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A propósito de la STS 4853/2023, de 2 de noviembre: la anulación de la zona de bajas emisiones 
(ZBE) del ámbito rondas de barcelona aprobada en 2019

La Ley 7/2021, de cambio climático y transición energética, exigió a los municipios de más de 50.000 habi-
tantes establecer zonas de bajas emisiones antes de 2023, si bien algunas ciudades ya las habían introducido 
con anterioridad a dicha norma; este es el caso de Barcelona, que, en 2019, aprobó el establecimiento de una 
zona de bajas emisiones. En 2022, esta fue anulada por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en una 
serie de sentencias, que fueron objeto de recursos de casación. A finales de 2023, el Tribunal Supremo, en su 
Sentencia 4853/2023, de 2 de noviembre, resolvió que no ha lugar a la casación y confirma la anulación de la 
zona de bajas emisiones de Barcelona.
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Supreme Court Judgment 4853/2023 of November 2: cancelling the “low-emission zone” in Barcelona 
approved in 2019

Law 7/2021 on climate change and energy transition, required municipalities with more than 50,000 
inhabitants to create low-emission zones by 2023, but some cities (such as Barcelona in 2019) had already 
introduced them before the law was enacted. In 2022, the High Court of Justice of Catalonia annulled this zone 
in Barcelona, but the decision was appealed to the Supreme Court. At the end of 2023, the Supreme Court 
rejected the appeal and confirmed the annulment of the low-emission zone in Barcelona.
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1.	 Introducción

Las zonas de bajas emisiones (“ZBE”) son superficies —que normalmente comprenden núcleos 
de población— en las que se restringe la circulación de determinados vehículos en función de sus 
emisiones, cuyo objetivo es la mejora de la calidad del aire en su interior. 

Si bien no existe ninguna regulación comunitaria de la ZBE, a los efectos de cumplir con los obje-
tivos de calidad del aire de la Unión Europea (“UE”), muchos de los Estados miembros han venido 
promoviendo la implementación de estas zonas en distintas partes de su territorio. Esta falta de 
regulación en el marco de la UE ha permitido que se hayan configurado una gran variedad de 
modelos distintos de ZBE. A modo de ejemplo, algunos se orientan a la imposición de sanciones 
por circular en su interior con vehículos que no cumplan con ciertos estándares de emisiones, 
mientras que otros optan por imponer peajes de naturaleza pigouviana.

En España, el concepto de ZBE fue positivado a nivel estatal mediante el artículo 14.3 de la Ley 
7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética (la “Ley 7/2021”), precepto 
que exigió a los municipios de más de 50.000 habitantes el establecimiento de ZBE antes de 2023. 
No obstante, determinados municipios, con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 7/2021, 
ya habían introducido, principalmente sobre la base de sus competencias en materia de tráfico y 
medio ambiente urbano1, una ZBE, como es el caso de Barcelona. 

En concreto, el 20 de diciembre de 2019 —tras haber implementado en 2017 una ZBE “episódica” 
para los episodios de elevada contaminación— el consistorio de la Ciudad Condal aprobó la Orde-
nanza relativa a la restricción de la circulación de determinados vehículos en la ciudad de Barcelo-
na, con el objetivo de preservar y mejorar la calidad del aire (la “Ordenanza de 2019”). La referida 
Ordenanza estableció la conocida “zona de bajas emisiones (ZBE) del ámbito Rondas Barcelona” 
(la “ZBE Rondas de Barcelona”). Sin embargo, esta fue recurrida por distintas organizaciones  
y asociaciones del tejido vecinal y empresarial. Así, en fecha 21 de marzo de 2022, el Tribunal  
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Superior de Justicia de Cataluña (el “TSJC”) estimó los recursos contencioso-administrativos y 
anuló la Ordenanza de 2019 en una serie de seis sentencias.2 Frente a ello, el Ayuntamiento de 
Barcelona, la Generalitat de Catalunya y el Área Metropolitana de Barcelona interpusieron sendos 
recursos de casación, los cuales fueron admitidos por el Tribunal Supremo (“TS”) en fecha 18 
de enero de 2023.3 Finalmente, el 2 de noviembre de 2023, el TS se pronunció sobre uno de los 
recursos de casación y confirmó el criterio del TSJC, postura que ha mantenido en dos sentencias 
posteriores.4

Por último, cabe señalar que, en el ínterin de la tramitación de los recursos, el Ayuntamiento de 
Barcelona aprobó el 27 de enero de 2023 una nueva Ordenanza por la cual se fijan los criterios 
de acceso, circulación y estacionamiento de vehículos en la ZBE de Barcelona y se promueve una 
movilidad sin emisiones (la “Ordenanza de 2023”), que deroga la Ordenanza de 2019. Según 
su preámbulo, se hizo necesaria su aprobación para incorporar los requerimientos de niveles de 
calidad del aire aprobados por la Organización Mundial de la Salud en 2021 y los propios de la 
Ley 7/2021.

En vista de todo lo anterior, el objeto de este foro es exponer los motivos por los cuales la Orde-
nanza de 2019, que estableció la ZBE Rondas de Barcelona, fue anulada por el TSJC, así como ana-
lizar cuáles han sido los argumentos que han llevado a nuestro Alto Tribunal a su confirmación. 

2.	 Las Sentencias del TSJC que declaran la nulidad  
de la Ordenanza de 2019

Como ya se ha indicado, en fecha 21 de marzo de 2022, el TSJC estimó los seis recursos contencio-
so-administrativos interpuestos por distintas organizaciones y asociaciones del tejido vecinal y em-
presarial, y anuló la Ordenanza de 2019. A continuación, se analizará la Sentencia 972/2022, de 21 
de marzo (relativa al recurso n.º 62/2020, interpuesto por el Gremi de Transport i Maquinaria de 
la Construcció de Catalunya, la Associació General d’Autonoms-Pimes Transportistas de Catalunya, 
la Federación Catalana de Transporte de Barcelona, la Asociación de Transportistas Agrupados 
Condal y Transprime Spanish Shippers Council) (la “Sentencia del TSJC”) al ser la primera sobre la 
cual se pronunció el TS. No obstante, cabe destacar que todas las sentencias del TSJC que anulan 
la Ordenanza de 2019 contienen de manera prácticamente idéntica los mismos fundamentos, 
al coincidir sustancialmente la argumentación de los recurrentes y, por ello, lo expuesto aquí se 
puede hacer extensivo al resto. 

El fallo de la Sentencia del TSJC se fundamentó sobre la base de distintos elementos, siendo los 
más relevantes los siguientes: (i) los derechos afectados; (ii) los aspectos formales y materiales de 
la tramitación de la Ordenanza de 2019; y (iii) el control judicial a la potestad reglamentaria (en 
particular, en relación con la discrecionalidad y la interdicción de la arbitrariedad).

Por lo que se refiere a los derechos afectados, la Sentencia del TSJC analizó el posible conflicto 
entre los derechos a la salud y al medio ambiente —consagrados en los artículos 43 y 45 de la 
Constitución española (la “CE”), así como en la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma 
del Estatuto de Autonomía de Catalunya— con el principio de libertad económica del artículo 38 
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CE, que resultaría afectado en tanto que la Ordenanza de 2019 prohibía la circulación de vehículos 
sin distintivo ambiental en días laborables en todo el ámbito de la ZBE Rondas de Barcelona (fe-
nómeno que afectaría principalmente a determinados colectivos, como los ciudadanos residentes 
y a aquellos que ejercen una actividad empresarial, económica o profesional en el interior de la 
zona). En este sentido, remarca que la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad 
de mercado obliga a los poderes públicos a justificar que los “límites al acceso a una actividad 
económica, o a su ejercicio, o a la exigencia de requisitos para su desarrollo” son “necesarios para la 
salvaguarda de alguna razón de interés general de entre las comprendidas en (...) la Ley 17/2009”.

Sobre la base de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la UE (“TJUE”) y del TS, indicó que 
las limitaciones y requisitos para la salvaguarda de razones de interés general (como la mejora 
de la calidad del aire y reducción de la contaminación atmosférica, en el caso de las ZBE) deben 
ser proporcionados y lo menos restrictivos y distorsionadores de la actividad económica, y que las 
medidas adoptadas deben ser adecuadas para conseguir el objetivo, pero que no vayan “más allá 
de lo necesario para alcanzarlo”.

En cuanto al control judicial sobre la potestad reglamentaria, el TSJC se remitió también a la juris-
prudencia para exponer que este control no se limita únicamente al análisis de los elementos for-
males, sino que también se contemplan aspectos concretos de naturaleza material, siendo el más 
relevante el control de la discrecionalidad. Sobre esa base, el TSJC construyó un argumentario, 
que se verá a continuación, en relación con los aspectos formales y materiales de la aprobación 
de la Ordenanza de 2019 y el establecimiento de la ZBE Rondas de Barcelona.

En particular, el TSJC destacó que la tramitación de la Ordenanza de 2019 no adoleció de una serie 
de defectos formales cuya naturaleza fuera relevante. Consideró que algunos de estos (a modo de 
ejemplo, la exclusión del muelle de Barcelona del ámbito territorial de la ZBE Rondas de Barcelo-
na o unas omisiones de trámites menores) no tenían la entidad suficiente como para entender que 
hubo una omisión procedimental “total y absoluta”. No obstante, entró a evaluar el alcance de las 
restricciones de circulación, junto con los fines a obtener, a los efectos de determinar la adecua-
ción de las medidas para conseguir dichos fines, y si eran proporcionales, tomando en considera-
ción, además, la información de la que se disponía para la elaboración de la Ordenanza de 2019.

La Sentencia del TSJC criticó, en primer lugar, la rigidez del sistema de etiquetas medioambien-
tales, pero consideró que no desvirtuaba la validez general del modelo (esto es, que existe una 
correspondencia general entre la categoría del sistema de etiquetas con el nivel de emisiones de 
los vehículos en esta comprendidos). También remarcó la gran afectación que suponía la ZBE 
establecida en la Ordenanza de 2019 tanto a los residentes como a las personas, residentes o no, 
que desarrollan una actividad económica utilizando vehículos a motor en el interior del ámbito te-
rritorial de la zona, y que no se habían valorado medidas alternativas y menos restrictivas (o, como 
mínimo, la adopción de un sistema transitorio para los vehículos sin distintivo ambiental, para no 
limitar de manera cuasi inmediata la circulación a buena parte de los vehículos que integraban el 
parque móvil de Barcelona, habida cuenta de que el 55 % de este, según datos de 2017, sufrirían 
las restricciones de circulación). Habría, con carácter adicional, algunos efectos nocivos que no se 
habrían contemplado en los documentos preparativos —por ejemplo, el “efecto fin de semana”, 
que concentraría muchas de las salidas de vehículos de Barcelona los viernes a las 20:00, la hora 
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en la que finalizarían las restricciones para vehículos sin distintivo ambiental—, ni tampoco se 
analizó con suficiente detalle el impacto económico, presupuestario y social de la medida.

Otros elementos criticados por el TSJC fueron la antigüedad de los datos utilizados para argu-
mentar la existencia de contaminación que justificaba el establecimiento de la ZBE Rondas de 
Barcelona (para algunos contaminantes, los datos utilizados databan de 2006) y el hecho de que 
solamente se vulneraba la normativa en materia de calidad del aire en dos estaciones (Eixample y 
Gràcia-Sant Gervasi), lo que cuestionaba que estas medidas fueran “proporcionadas desde el mo-
mento en el que su alcance territorial es uniforme y global” y que el proceso de toma de decisiones 
y la participación pública se hubieran podido desarrollar de manera informada. 

Por todo esto, el TSJC consideró que el proceso de elaboración de la Ordenanza de 2019 no fue 
capaz de dotar de una motivación suficiente a buena parte de las decisiones tomadas y reflejadas 
en ella. Estos motivos arriba citados sí que supondrían, según argumentó el TSJC, la omisión de 
elementos materiales sustanciales para el cumplimiento de la finalidad de la Ordenanza de 2019, 
por lo que falló declarando la nulidad de esta, arrastrando, pues, la nulidad de la ZBE Rondas de 
Barcelona. 

Por último, cabe destacar que trascendió en prensa que el TSJC denegó la ejecución provisional 
de su decisión, solicitada por una de las asociaciones que impugnó la Ordenanza de 2019, dado 
que la petición se realizó cuando todavía no había finalizado el plazo para recurrir en casación. 
Recurrida finalmente la decisión, sin ejecutarse provisionalmente, la Ordenanza de 2019 siguió 
aplicándose provisionalmente hasta la aprobación de la Ordenanza de 2023, que la derogó. 

3.	 Las Sentencias del TS que confirman la nulidad  
de la Ordenanza de 2019

Vistos los motivos por los cuales la Ordenanza de 2019 fue anulada por el TSJC, seguidamente se 
analizarán los motivos que han llevado al TS, en su Sentencia 4853/2023, de 2 de noviembre (la 
“Sentencia del TS”) a no dar lugar al recurso de casación interpuesto contra la Sentencia del TSJC, 
postura que ha mantenido de forma idéntica en dos sentencias posteriores de 30 de enero y 2 de 
febrero de 2024. En otras palabras, a continuación examinaremos por qué el TS ha confirmado la 
Sentencia del TSJC y la nulidad de la ZBE Rondas de Barcelona.

Para empezar, cabe destacar que, en fecha 18 de enero de 2023, el TS dictó auto por el que acordó 
la admisión del recurso de casación interpuesto por el Área Metropolitana de Barcelona, el Ayun-
tamiento de Barcelona y la Generalitat de Cataluña contra la Sentencia del TSJC. Asimismo, el TS 
señaló en dicho auto que la cuestión que presentaba interés casacional objetivo era “determinar 
si resulta posible preponderar, en pos del principio de proporcionalidad, los derechos a la movilidad 
de las personas y la libertad económica y de empresa respecto de los derechos a la salud y al medio 
ambiente a la hora de llevar a cabo el control jurisdiccional de la potestad reglamentaria en materia 
ambiental, teniendo en cuenta la naturaleza preventiva, permanente y proactiva de la intervención 
pública en la citada materia”. En este sentido, cabe avanzar que el TS, en la medida en que re-
chazó la totalidad del recurso, no dio respuesta a la cuestión casacional “toda vez que, conforme 
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a lo razonado, la decisión de la Sala de instancia no estaba motivada en la preponderancia de los 
derechos a la movilidad de las personas y la libertad de mercado respecto a los derechos a la salud 
y protección del medio ambiente”. Veámoslo.

Para empezar, el TS resuelve sobre la pérdida sobrevenida del objeto del recurso aducida en la 
oposición al recurso. En concreto, las asociaciones recurridas entendían que el recurso debía 
declararse por concluido porque, durante la tramitación de la casación, se dictó la Ordenanza 
de 2023 que derogó la que es objeto de revisión en el proceso, la Ordenanza de 2019. En este 
sentido, el TS rechaza la declaración de pérdida sobrevenida del objeto del proceso y desestima la 
terminación del recurso porque los efectos entre la declaración de nulidad de una norma regla-
mentaria y su derogación son distintos. Si bien ambas instituciones dejan sin efecto la norma, la 
derogación produce efectos ex nunc, mientras que la nulidad los produce ex tunc. El TS señala que 
la Ordenanza de 2019, a pesar de su derogación, sigue surtiendo efectos en cuanto a las sanciones 
cometidas bajo su vigencia de conformidad con la disposición transitoria segunda de la Ordenan-
za de 2023, lo cual no es posible si la Ordenanza de 2019 es finalmente declarada nula de pleno 
derecho. Además, el TS añade que no es indiferente para las Administraciones que la norma sea 
declarada nula o derogada, pues la nulidad permite exigir responsabilidades a la Administración 
municipal que aprobó una norma con ese vicio de ineficacia.

Resuelta la cuestión procesal, el TS examina el primer motivo que alegan las Administraciones 
recurrentes frente a la Sentencia del TSJC. Estas entienden que la Sentencia del TJUE de 22 de di-
ciembre de 2022 (asunto C-125/20) sirve para rechazar dos premisas en que se fundó la Sentencia 
del TSJC. En concreto, (i) que el TSJC anule la Ordenanza de 2019 por considerar que las medidas 
adoptadas son desproporcionadas es contradictorio con la condena del TJUE al Reino de España 
por no haber adoptado medidas suficientes para evitar en determinadas áreas de nuestro terri-
torio el aumento de la contaminación —entre ellas Barcelona—; y (ii) que el TSJC entienda que 
los valores tomados en consideración para delimitar la ZBE Rondas de Barcelona no son fiables 
por no estar actualizados es contradictorio con el hecho que el TJUE concluya que los informes de 
2010 hasta 2018 constatan una superación de los valores límites establecidos. Sin embargo, el TS 
entiende que “Lo que se reprocha en la sentencia a la Ordenanza impugnada es la falta de justifica-
ción por deficiente motivación de esas decisiones o, si se quiere, que las limitaciones impuestas sean 
razonables a la vista de la información de que se ha servido la Administración, y esas conclusiones, 
lejos de ser contradictorias con los razonamientos de la sentencia del TJUE, aparecen ratificadas en 
ella”.

En segundo lugar, el TS analiza la crítica de las Administraciones recurrentes a la Sentencia del 
TSJC en relación con haber hecho prevalecer los derechos a la movilidad y libertad de mercado 
y de la competencia sobre los de protección del medio ambiente y de la salud de los ciudadanos. 
En este sentido, el TS entiende que el TSJC no declaró que primen esos derechos de movilidad 
y mercado, sino que no se valoró adecuadamente, a los efectos de la adopción de las medidas 
contenidas en la Ordenanza de 2019, el impacto que dichas medidas tendrían en la competencia y 
en el mercado porque no se recabaron informes concluyentes a la hora de establecerlas. En otras 
palabras, la Administración no disponía de informes y estudios fidedignos y concluyentes para 
ponderar todos los derechos en juego y primar la protección del medio ambiente sobre los dere-
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chos de movilidad y mercado con las restricciones adoptadas. Así pues, el motivo de impugnación 
de la Sentencia del TSJC no es acogido por el TS. 

En tercer lugar, el TS examina el motivo relacionado con la vulneración de los artículos 2, 13.1, 23.1 
de la Directiva 2008/50/CE relativa a la calidad del aire ambiente y a una atmósfera más limpia en 
Europa (la “Directiva 2008/50/CE”) y de la jurisprudencia del TJUE que los interpreta. Estos artícu-
los imponen a los Estados que en sus zonas y aglomeraciones los niveles de contaminantes no su-
peren los valores límites establecidos en la Directiva 2008/50/CE, elaborando un plan de calidad 
del aire en caso contrario con datos científicos sólidos, documentación exhaustiva que justifique 
los puntos de control e información actualizada. El TS entiende que la crítica de las Administracio-
nes recurrentes se centra en que el TSJC rechazó los resultados de los niveles de contaminantes 
que se tomaron en consideración para imponer las limitaciones que se establecieron en la Orde-
nanza de 2019, así como la delimitación de la ZBE Rondas de Barcelona. A juicio del TS, el TSJC 
no cuestionó nada de eso, sino que reprochó que los datos utilizados para elaborar la Ordenanza 
de 2019 no estaban actualizados y que no se tomaron en consideración los distintos niveles de 
contaminantes para delimitar la ZBE Rondas de Barcelona, no constando motivación alguna en el 
expediente de la Ordenanza de 2019 del porqué no se particularizó la ZBE con las singularidades 
que concurrían en ella. Por lo anterior, el TS entiende que no puede reprocharse a la Sentencia 
del TSJC haber incurrido en la vulneración de los preceptos de la Directiva 2008/50/CE invocados.

En cuarto y último lugar, el TS considera la vulneración del artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las bases del régimen local, en relación con el artículo 4 de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. En concreto, las Administraciones recu-
rrentes estiman que el TSJC consideró erróneamente, como uno de los fundamentos para declarar 
la nulidad, no haberse elaborado un informe económico de impacto económico, presupuestario 
y social. En concreto, entienden que esta exigencia formal no resulta necesaria de acuerdo con 
los preceptos invocados porque en la tramitación de una ordenanza municipal no se exige la 
elaboración de dicho informe. El TS empieza por recordar que el TSJC considera que no hay vicio 
alguno en cuanto a los trámites necesarios y substanciales para la aprobación de la Ordenanza 
de 2019, y añade que “el debate se suscita, no en sede de procedimiento, sino en el ejercicio de la 
potestad reglamentaria y la obligada exigencia de la motivación en su ejercicio que, para no incu-
rrir en arbitrariedad, debe aparecer suficientemente motivada, lo cual solo es posible mediante la 
obtención de todos los elementos determinantes afectados por dicha potestad, entre lo que no cabe 
despreciar a los que se refiere, en esta materia, la sentencia que se revisa, debiendo rechazarse el 
motivo examinado”.

Por todo lo anterior, el TS desestima la totalidad del recurso, sin dar respuesta a la cuestión ca-
sacional suscitada, y falla que no ha lugar al recurso de casación. En otras palabras, ha quedado 
confirmado el criterio del TSJC y la nulidad de la ZBE Rondas de Barcelona aprobada en 2019.
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4.	 Consideraciones finales

Como ha podido observarse, el TS ha confirmado el criterio que el TSJC adoptó en los seis recursos 
contencioso-administrativos interpuestos contra la Ordenanza de 2019 por distintas organizacio-
nes y asociaciones del tejido vecinal y empresarial de la ciudad condal. 

En relación con ello, cabe señalar que el pronunciamiento de la Sentencia del TS no afecta a la 
actual ZBE de Barcelona aprobada por la Ordenanza de 2023, puesto que esta solamente con-
firma la anulación de la Ordenanza de 2019 y, por ende, la ZBE Rondas de Barcelona. La Orde-
nanza de 2023, que derogó esta última, entró en vigor el 22 de febrero de 2023, por lo que su 
configuración y régimen sancionador no resultan afectados ni por la Sentencia del TSJC ni por la 
Sentencia del TS.

En resumidas cuentas, el TS coincide con el TSJC en que es fundamental el respeto a los principios 
de proporcionalidad y buena administración a la hora de establecer medidas restrictivas de de-
rechos del administrado, lo que en el supuesto de autos no se cumplió al no haber contado con 
información y documentación cruciales para el ejercicio de la potestad reglamentaria del Ayunta-
miento de Barcelona. 

Es por este motivo por el que la Sentencia del TS y las que ahora le prosiguen resultan cruciales 
en la configuración de las ZBE. En particular, se debe tomar en consideración que esta figura to-
davía no se encuentra plenamente delimitada en nuestro ordenamiento jurídico. Si bien ya se ha 
avanzado notoriamente en su desarrollo reglamentario tras la entrada en vigor del Real Decreto 
1052/2022, de 27 de diciembre, por el que se regulan las zonas de bajas emisiones, un proyecto 
de Ley de Movilidad Sostenible, actualmente en tramitación parlamentaria, podría introducir mo-
dificaciones significativas en la configuración de las ZBE (a modo de ejemplo, en este se prevé la 
posibilidad de que los ayuntamientos establezcan una tasa para permitir el acceso al interior de las 
ZBE de vehículos que no cumplan los requisitos fijados para la libre circulación).

Por último, y como apunta el TS, la nulidad de la Ordenanza de 2019 puede derivar en reclama-
ciones por responsabilidad patrimonial. Por ello, es posible que en un futuro se resuelvan en vía 
administrativa o judicial reclamaciones a la Administración municipal por los daños sufridos por el 
establecimiento y posterior nulidad de la ZBE Rondas de Barcelona.
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Notas

1  Véase el artículo 25 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local.

2  Véanse las Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña con n.º de resolución 967/2022, 968/2022, 969/2022, 970/2022, 971/2022 y 
972/2022, de 21 de marzo.

3  Véanse los Autos del Tribunal Supremo con n.º de recurso 4737/2022, 4910/2022, 4954/2022, 4961/2022 y 5281/2022.

4  Véanse las Sentencias del Tribunal Supremo con n.º de resolución 1372/2023, 146/2024 y 183/2024.


